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Panel integrado por su presidente el Juez Flores 

García, la Jueza Domínguez Irizarry y el Juez Cancio 

Bigas. 

 

Cancio Bigas, Juez ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 

2018.  

El señor Ángel L. Urbina Ortega, su esposa Rosa 

Cruz Garay y la sociedad legal de gananciales por 

ellos compuesta (apelantes), comparecen mediante 

apelación presentada el 15 de agosto de 2017. 

Solicitan que revoquemos la Sentencia del Tribunal de 

Primera Instancia donde declaró sin lugar la demanda 

por incumplimiento de contrato y daños y perjuicios 

que los apelantes presentaron en contra de la 

Cooperativa de Ahorro y Crédito de Guaynabo 

(Cooperativa).  

I 

El presente caso, se inició en el año 2005, 

mediante una demanda de daños y perjuicios e 

incumplimiento de contrato de los apelantes en contra 

de la Cooperativa. La reclamación surgió producto de 

un préstamo hipotecario que la Cooperativa otorgó a 
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favor de los apelantes. Estos últimos imputaron a la 

Cooperativa un manejo negligente de la cuenta “Escrow” 

con respecto al pago de las contribuciones sobre la 

propiedad inmueble al Centro de Recaudaciones de 

Impuestos Municipales (CRIM).  

Transcurridos varios años de descubrimiento de 

prueba y litigación, el Tribunal de Primera Instancia 

autorizó la enmienda a la contestación de la demanda a 

los fines de añadir una reconvención de la Cooperativa 

en contra de los apelantes. Su reclamación se 

fundamentó en un cobro de dinero de una deuda de 

tarjeta de crédito pendiente de pago.  

Celebrado el juicio en su fondo, y a solicitud de 

la Cooperativa, el Tribunal de Primera Instancia 

desestimó la demanda porque los apelantes no lograron 

probar su caso. Aquilatada la prueba, y en lo 

pertinente a las contribuciones municipales, el 

Tribunal de Primera Instancia redactó las siguientes 

determinaciones de hecho: 

[. . . .] 

34. Respecto al manejo de las cuentas 

“Escrow” del préstamo hipotecario de 

los esposos Urbina-Cruz, la Cooperativa 

y la oficial de préstamos, Sra. Mariela 

Ruíz, trabajaba éstas con relación al 

CRIM y los seguros. En todos los casos 

de préstamo hipotecario que ella 

manejaba, cada semestre verificaba en 

el sistema el estado de cuenta del CRIM 

y realizaba los desembolsos de pagos 

correspondientes. Lo mismo hacía 

respecto a los seguros, manteniendo 

todos al día. 

 

35. Los socios deudores de hipotecas 

reciben del CRIM notificación de 

balances pendientes de pago cada 

semestre y éstos tenían el deber de 

notificar a la Cooperativa para que 

ésta efectuara el pago. Esta obligación 

fue divulgada y aceptada por los 

esposos Urbina-Cruz en el cierre del 

préstamo. (Nota omitida.) 
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36. En el caso específico de la cuenta 

“Escrow” del CRIM de los esposos 

Urbina-Cruz, éstos realizaron su pago 

mensual del préstamo como era debido, 

incluyendo la partida para dicho 

propósito. Sin embargo, de una de las 

fincas que no había sido determinada la 

deuda (Tasada), el dinero se mantuvo 

retenido hasta que el CRIM determinara 

la contribución para ser pagada. 

 

37. Cuando el CRIM determinó la deuda, el 

señor Urbina intervino con Mariela Ruíz 

para que no efectuara el pago hasta que 

él hiciera un intento de que se le 

redujera la misma. 

 

38. Meses más tarde, el 31 de enero de 

2002, preocupada por brindar 

cumplimiento a la ley y realizar el 

pago correspondiente al CRIM, Mariela 

Ruiz informó a la alta gerencia de la 

Cooperativa sobre la situación y ésta 

solo le contestó que el señor Urbina 

estaba al tanto del asunto. 

 

39. Dado a que por su cargo el señor Urbina 

frecuentaba la Cooperativa, la señora 

Ruíz le preguntó directamente a éste si 

había resuelto lo del CRIM y éste le 

contestaba que no. 

 

40. Así las cosas, nuevamente, el 16 de 

julio de 2002, Mariela Ruíz llevó el 

asunto del pago del CRIM pendiente de 

los esposos Urbina-Cruz a su 

supervisora. Poco tiempo después la 

señora Mariela Ruíz cambia de lugar de 

trabajo. (Nota omitida.) 

 

41. Como deudores hipotecarios los esposos 

Urbina-Cruz tenían el deber de informar 

a la Cooperativa sobre cualquier falta 

de pago al CRIM que se le notificara y 

no lo hicieron. 

 

42. Como miembro y Presidente de la Junta 

de Directores de la Cooperativa, el 

señor Urbina, tenía el deber de 

disponer sobre el buen cumplimiento de 

los procesos de manejo de cuentas 

“escrow” y no lo hizo. Tampoco permitió 

al Comité de Supervisión fiscalizar 

este cumplimiento. 

 

43. La Cooperativa efectuó un pago al CRIM de 

$8,909.76 para el mes de septiembre del 

año 2003, para satisfacer las 

contribuciones adeudadas de la 

propiedad número 143-06-784-48-000 

perteneciente a los esposos Urbina-

Cruz. Este pago correspondía al periodo 
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entre los años 1993 y 2003. Es decir, 

que casi toda la contribución adeudada 

correspondía a periodos anteriores a la 

fecha del préstamo. Incluso, los 

recargo[s] e intereses acumulados por 

las contribuciones no pagadas en el 

periodo de vigencia del préstamo, desde 

su origen hasta la fecha de pago, 

ascendió a solo $61.90. (Notas 

omitidas.) 

 

44. El 16 de marzo de 2004 la Cooperativa 

emitió una carta de saldo para el 

préstamo de los esposos Urbina-Cruz que 

establecía un balance de saldo por la 

suma de $191,345.48 y que incluía 

principal, intereses, “Escrow Due” y 

una penalidad. (Cita omitida.)1 

 

Mediante Sentencia de 12 de julio de 2017, el 

Tribunal de Primera Instancia declaró “Sin Lugar” la 

demanda que los apelantes incoaron en contra de la 

Cooperativa. Además, impuso al apelante el pago de 

$1,500.00 por concepto de honorarios de abogado, más 

costas. Por último, declaró “Con Lugar” la 

reconvención, y consecuentemente, ordenó al apelante 

el saldo de la deuda de tarjeta de crédito ascendente 

a $12,130.92, más intereses legales y costas. 

Inconforme, los apelantes comparecen ante este 

Tribunal y señalan que:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al declarar no ha lugar la 

demanda, toda vez que la parte demandante 

estableció a través de prueba documental y 

testifical, que medió entre las partes un 

contrato de préstamo hipotecario que fue 

incumplido por la cooperativa demandada con 

el consecuente daño. 

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al no desestimar la reconvención 

de la parte demandada por prescripción, toda 

vez que procedía aplicar los términos del 

Código de Comercio, a base de cuyas 

disposiciones la causa de acción de la 

reconvención está prescrita. 

 

Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al determinar que la parte 

demandante procedió con temeridad. 

                                                 
1 Apéndice, págs. 16-17. 
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Con el beneficio de la comparecencia de la 

Cooperativa, resolvemos.  

II 

-A- 

Como norma general, en ausencia de circunstancias 

extraordinarias, o indicios de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto, la apreciación de los 

hechos y la prueba que realiza el Tribunal de Primera 

Instancia, merece deferencia y respeto por parte del 

Tribunal de Apelaciones, por ser el foro más idóneo 

para llevar a cabo esa función. Dávila Nieves v. 

Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013). No debemos 

descartar esa apreciación, incluso cuando, según 

nuestro criterio, hubiéramos emitido un juicio 

distinto con la misma prueba. Id.; Argüello v. 

Argüello, 155 DPR 62, 78-79 (2001). 

En su primer señalamiento, los apelantes imputan 

al Tribunal de Primera Instancia haber errado en su 

apreciación de la prueba. Surge de la Sentencia 

apelada que el foro a quo aquilató los testimonios de 

los testigos de los apelantes y todos resultaron de 

poco valor probatorio. Para el Tribunal de Primera 

Instancia, el testimonio del señor Urbina mereció poca 

credibilidad por éste haber resultado convicto de dos 

delitos graves que involucran deshonestidad. También 

otorgó poca credibilidad a los demás testigos de los 

apelantes porque éstos se limitaron a leer el 

contenido de documentos estipulados, sin aportar 

conocimiento de hechos relevantes a las controversias.  

Por el contrario, al Tribunal de Primera Instancia 

adjudicó mayor credibilidad a la prueba testifical y 

documental de la Cooperativa porque dichos testigos 
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contribuyeron con su conocimiento para dirimir hechos 

relevantes.  

Aquilatada la prueba, el Tribunal a quo concluyó 

que, 

[e]l señor Urbina, causó que las operaciones 

en la Cooperativa se afectaran y apartaran 

de las que son aceptables y correctas, 

incluso en el proceso de consideración, 

aprobación y administración de las cuentas 

escrow de su propio préstamo. Luego, intentó 

responsabilizar a la Cooperativa de unos 

supuestos daños que, en todo caso, son 

consecuencia de sus propios actos.2  

 

El expediente y la transcripción de la prueba oral 

sin lugar a dudas sustentan las determinaciones de 

hecho a las cuales llegó el Tribunal de Primera 

Instancia en este caso. No se desprenden 

circunstancias extraordinarias, o indicios de pasión, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto que 

justifiquen que intervengamos con la deferencia y 

respeto que merecen sus determinaciones de hecho y su 

apreciación de la prueba. El primer error señalado no 

se cometió. 

-B- 

Como segundo error, los apelantes cuestionan que 

el Tribunal de Primera Instancia no desestimó la 

reconvención por prescripción. Los apelantes arguyen 

que el contrato de uso de una tarjeta de crédito es de 

naturaleza mercantil cuyo término prescriptivo es de 

cinco (5) años. No tienen razón. 

El Tribunal Supremo aclaró en Soc. de Gananciales 

v. Paniagua Díaz, 142 DPR 98, 108 (1996) que, el 

elemento de comercialidad que distingue un contrato 

mercantil de uno civil, recae en la intención del 

comprador. Por tanto, para que la deuda por concepto 

                                                 
2 Apéndice, pág. 40. 



 
 

 
KLAN2017001138    

 

7 

de tarjeta de crédito sea de carácter mercantil, el 

comprador ha de demostrar que su finalidad es derivar 

ganancia. 

En el presente caso, obra en el expediente el 

“Contrato de Ventas al Por Menor a Plazos Plan de 

Cuentas Rotativas” firmado por el señor Urbina el cual 

contiene los términos, cláusulas y condiciones que 

regulan el uso de la tarjeta de crédito de la 

Cooperativa.3 En virtud de lo anterior, el Tribunal de 

Primera Instancia concluyó que la deuda de tarjeta de 

crédito de los apelantes con la Cooperativa es de 

naturaleza civil, derivada de un contrato de venta al 

por menor a plazos, regulado por el Artículo 1864 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 5294, con término 

prescriptivo de quince (15) años.  

Nótese que, los apelantes solicitaron dicha 

tarjeta de crédito en septiembre de 1997, con límite 

de $21,000.00. Surge del expediente que, el 18 de 

enero de 2006, la Cooperativa canceló la tarjeta de 

crédito de los apelantes y notificó el balance 

adeudado a esa fecha, mediante la entrega de los 

estados de cuenta correspondientes a octubre, 

noviembre y diciembre de 2005 y enero de 2006. Tal 

como indican los apelantes, a partir del 18 de enero 

de 2006, surgió la causa de acción de la Cooperativa 

con respecto a la deuda de la tarjeta de crédito.4 La 

Cooperativa presentó la reconvención el 28 de mayo de 

2013, transcurridos poco más de siete (7) años desde 

la cancelación de dicha tarjeta. Por tanto, y habida 

cuenta de que el término prescriptivo aplicable es de 

                                                 
3 Apéndice, pág. 104. 
4 Apelación, pág. 16. Véase, además, Apéndice, pág. 98. 
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quince (15) años, actuó correctamente el Tribunal de 

Primera Instancia al determinar que la reconvención no 

está prescrita. El segundo error no se cometió. 

-C- 

Por último, los apelantes cuestionan la imposición 

de honorarios por temeridad. La Regla 44.1 (d) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1(d), 

dispone que, en caso de que cualquier parte o su 

abogado haya procedido con temeridad o frivolidad, el 

tribunal deberá imponer al responsable el pago de una 

suma por concepto de honorarios de abogado, 

proporcional a la conducta incurrida. Íd.   

En nuestra jurisdicción se ha determinado que la 

temeridad es:   

[...] una actitud que se proyecta sobre el 

procedimiento y que afecta el buen 

funcionamiento y la administración de la 

justicia. También, sujeta al litigante 

inocente a la ordalía del proceso judicial y 

lo expone a gastos innecesarios y a la 

contratación de servicios profesionales, 

incluyendo abogados, con el gravamen a veces 

exorbitante para su peculio. Oliveras, Inc. 

v. Universal Ins. Co., 141 DPR 900, 935 

(1996).   

  
Se entiende que, un litigante actúa con temeridad 

cuando “por su terquedad, obstinación, contumacia e 

insistencia en una actitud desprovista de fundamentos, 

obliga a la otra parte, innecesariamente a asumir las 

molestias, gastos, trabajo e inconveniencias de un 

pleito.” Torres Vélez v. Soto Hernández, 189 DPR 972, 

993 (2013).   

La evaluación de si ha mediado temeridad recae 

sobre la sana discreción del tribunal sentenciador y 

solo se intervendrá con ella en casos en que ese foro 

haya abusado de tal facultad. Íd. Los tribunales 

apelativos no debemos intervenir con el ejercicio de 
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esa discreción, salvo que se demuestre que hubo un 

craso abuso de discreción; que el foro recurrido actuó 

con prejuicio o parcialidad; que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, o cuando la cuantía 

impuesta sea excesiva. P.R. Oil Co. v. Dayco, 164 DPR 

486, 511 (2005). Sin embargo, una vez fijada la 

existencia de temeridad, la imposición del pago de 

honorarios de abogado es mandatoria. Montañez v. UPR, 

156 DPR 395, 424 (2002) (Cita omitida); Véase, Jarra 

Corp. v. Axxis Corp., 155 DPR 764 (2001).  

En el presente caso, el Tribunal de Primera 

Instancia entendió que los apelantes fueron temerarios 

al incoar este pleito en contra de la Cooperativa, 

entre otros, a sabiendas de que no acudían al tribunal 

con las manos limpias en las controversias sobre las 

cuales solicitaban un remedio judicial. Dicho esto, 

coincidimos con la imposición de honorarios por 

temeridad que decretó el foro a quo. Por tanto, 

resolvemos que el tercer error tampoco se cometió. 

III   

 

Por los fundamentos esbozados, se confirma la 

Sentencia recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


